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DAÑOS 

Panel integrado por su presidente, Juez Figueroa Cabán, el Juez 
Rivera Colón y la Juez Nieves Figueroa. 

 
 

Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 30 de agosto de 2016. 

Comparece ante nosotros, mediante recurso de apelación, la 

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico (en 

adelante “AAA”) y Triple S Propiedad (en adelante “Triple S”) 

(denominados en conjunto como “apelantes”).  Solicitan la 

revocación de la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Mayagüez (en adelante “TPI”), mediante 

la cual el Tribunal desestimó por prescripción la Demanda contra 

Terceros presentada contra la Universidad de Puerto Rico (en 

adelante “UPR” o “apelada”). 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos confirmar la Sentencia apelada. 

I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que el 20 

de diciembre de 2013 el señor Robin González González, su esposa 

Vivian Amador Roberts y la sociedad legal de bienes gananciales 

integrada por ambos, así como sus hijos José y Robin González 

Amador (en adelante “demandantes”), presentaron una Demanda 
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sobre daños y perjuicios contra los apelantes y el Municipio 

Autónomo de Mayagüez.  Alegaron que el 20 de diciembre de 2012 

el señor Robin González González iba conduciendo su vehículo 

Nissan, Frontier, por la calle Candelaria del Municipio de 

Mayagüez cuando impactó un área de construcción que estaba a 

cargo de la AAA con el pleno conocimiento del Municipio de 

Mayagüez.  Los demandantes alegaron que debido a la negligencia 

de la AAA y el Municipio, el señor Robin González González perdió 

el control de su vehículo, ocasionando que se desviara 

abruptamente e impactara una verja y poste del tendido eléctrico. 

 Según la Demanda, como consecuencia del accidente el 

señor Robin González González tuvo que recibir asistencia médica 

inmediata y acudir al hospital, teniendo que incurrir en múltiples 

gastos médicos.  Además, los demandantes adujeron que el señor 

Robin González González tuvo que ser intervenido quirúrgicamente 

en varias ocasiones por el desprendimiento total que sufrió en 

parte de su mandíbula y recibió terapias.  Finalmente, los 

demandantes sostuvieron que han sufrido daños y angustias 

mentales como consecuencia del accidente, incluyendo el ver a su 

esposo y padre sufriendo por las lesiones y la manera en que se ha 

afectado su diario vivir.  Por los daños y sufrimientos mentales, 

reclamaron una cantidad de aproximadamente 4.1 millones de 

dólares. 

 El 17 de junio de 2014 los apelantes presentaron su 

Contestación a la Demanda en la que negaron las alegaciones de 

negligencia formuladas en su contra.  Alegaron afirmativamente 

que de haber sufrido algún daño, ello se debió total o parcialmente 

a la negligencia de la propia parte demandante  Además, adujeron 

que éstos cumplieron con todos sus deberes, obligaciones y 

responsabilidades hacia terceros. 
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 Luego de varios trámites procesales, el 8 de mayo de 2015 

los apelantes presentaron una Demanda contra Terceros.  Los 

apelantes alegaron que, conforme al descubrimiento de prueba 

realizado, los demandantes testificaron en sus deposiciones que la 

primera cirugía que se le hizo al señor Robin González González 

por un residente en el Centro Médico fue un fracaso y requirió 

cirugías adicionales para repararla.  Por tanto, dado que el Centro 

Médico es administrado por la Administración de Servicios Médicos 

de Puerto Rico (en adelante “ASEM”) y el residente estaba bajo el 

control y/o supervisión de la UPR, los apelantes presentaron la 

Demanda contra Terceros para incluir a ASEM y a la UPR como 

demandados.  Los apelantes sostuvieron que de probarse que los 

demandantes sufrieron los daños alegados en la Demanda, los 

terceros demandados venían obligados a responderles 

directamente a los demandantes por los daños sufridos como 

resultado de la cirugía realizada en el Centro Médico el 29 de 

diciembre de 2012.  En la alternativa, adujeron que los terceros 

demandados debían responderles a los apelantes en una acción de 

nivelación por cualquier suma que éstos últimos vinieran obligados 

a pagarles a los demandantes. 

 El 8 de septiembre de 2015 la UPR presentó una Moción en 

Solicitud de Exposición más Definida.  Alegó que en la Demanda 

contra Terceros no se especificó cuál fue el residente bajo la 

supervisión de la UPR que realizó la cirugía el 29 de diciembre de 

2012, ni cuáles fueron las actuaciones específicas y/o la 

negligencia, si alguna, incurrida por la UPR.  Por tanto, conforme a 

la Regla 10.4 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, solicitó que 

los apelantes presentaran una exposición más definida de las 

alegaciones. 

 El 18 de septiembre de 2015, notificada y archivada en autos 

el 22 de septiembre de 2015, el TPI emitió una Resolución 
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concediendo la solicitud de exposición más definida y les concedió 

a los apelantes un término de 10 días. 

El 3 de noviembre de 2015 los apelantes presentaron una 

Demanda contra Terceros Enmendada.  Alegaron que el residente 

que realizó la cirugía del 29 de diciembre de 2012 en el Centro 

Médico fue el doctor Raúl Colón, quien se encontraba bajo el 

control y/o supervisión de la UPR.  Adujeron que dicha cirugía fue 

un fracaso pues al demandante se le instaló en la mandíbula unas 

placas que resultaron ser del tamaño equivocado causando que 

éstas se rompieran por el movimiento y produciendo una infección 

y la necesidad de cirugías adicionales. 

El 9 de marzo de 2016 la UPR presentó su Contestación a la 

Demanda contra Tercero Enmendada en la que negó las alegaciones 

formuladas en su contra.  Alegó afirmativamente que la Demanda 

contra Tercero estaba prescrita y que los demandantes nunca 

reclamaron tener una causa de acción por alegada mala práctica 

de la medicina.  Además, negaron la existencia de responsabilidad 

solidaria. 

En esa misma fecha, el 9 de marzo de 2016, la UPR presentó 

una Moción Solicitando Desestimación.  Sostuvo que no fue sino 

hasta el mes de mayo de 2015, pasados más de dos años de la 

ocurrencia del accidente, que los apelantes presentaron la 

Demanda contra Terceros para incluirla como parte demandada en 

el pleito.  Alegó que la causa de acción en su contra está prescrita 

pues en la Demanda original los demandantes no hicieron 

referencia a una causa de acción por alegada impericia médica y 

tampoco interrumpieron el término prescriptivo mediante 

reclamación extrajudicial alguna.  Además, adujo que tampoco 

procedía una acción de nivelación en su contra, pues ésta no venía 

obligada a responder de manera alguna por razón de prescripción.  

Finalmente, negó la existencia de solidaridad por los daños 
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reclamados en la Demanda y en la Demanda Contra Terceros 

Enmendada. 

El 10 de marzo de 2016, notificada y archivada en autos el 

16 de marzo de 2016, el TPI emitió una Sentencia Parcial en la que 

decretó el archivo con perjuicio de la Demanda presentada contra 

los apelantes, pues las partes habían llegado a un acuerdo 

transaccional y solicitaron el desistimiento voluntario de la misma. 

Asimismo, el 10 de marzo de 2016, notificada y archivada en 

autos el 16 de marzo de 2016, el TPI emitió una Sentencia Parcial 

en la que decretó el archivo sin perjuicio de la Demanda contra 

Terceros presentada contra ASEM, pues los apelantes solicitaron el 

desistimiento voluntario de la misma. 

Así las cosas, el 31 de marzo de 2016 los apelantes 

presentaron una Oposición a Moción Solicitando Desestimación.  

Alegaron que la UPR había hecho un análisis correcto del derecho 

aplicable, pero ignoraba el hecho de que la reclamación contenida 

en la Demanda contra Terceros no había sido presentada por el 

perjudicado, sino por un codemandado.  Los apelantes sostuvieron 

que, conforme a la teoría cognoscitiva del daño, el término 

prescriptivo de un año debía computarse a partir del momento en 

el que los apelantes como terceros demandantes advinieron en 

conocimiento del daño, quién lo causó y los elementos necesarios 

para poder ejercitar efectivamente su causa de acción.  Adujeron 

que no fue sino hasta diciembre de 2014 que comenzaron las 

deposiciones de los demandantes y fue a través de dichas 

deposiciones que advinieron en conocimiento de que pudieran 

haber terceras personas o entidades que causaron o contribuyeron 

a los daños alegados por los demandantes.  Ello así, pues los 

demandantes testificaron que la primera cirugía realizada en el 

Centro Médico había sido un fracaso, según les fue informado por 

el doctor Oscar Muñiz, quien operó al demandante en varias 
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ocasiones posteriores para reparar el daño.  A tales efectos, los 

apelantes incluyeron con su moción copia de porciones de las 

deposiciones tomadas a los demandantes, de las cuales se 

desprende lo alegado. 

 Examinadas las posturas de las partes, el 27 de abril de 

2016, notificada y archivada en autos en la misma fecha, el TPI 

emitió la Sentencia apelada.  Concluyó que dado que los 

demandantes no habían interrumpido el término prescriptivo de 

forma independiente contra la UPR, cualquier reclamación en su 

contra estaba prescrita, incluyendo la acción de nivelación 

presentada por los apelantes.  El TPI fundamentó su dictamen en 

lo resuelto por el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, 186 D.P.R. 365 (2012), y en 

Maldonado Rivera v. Suárez, res. el 28 de marzo de 2016, 195 

D.P.R. ___ (2016), 2016 TSPR 57, donde se incorporó a nuestro 

ordenamiento jurídico la obligación in solidum en materia de 

prescripción de la causa de acción por responsabilidad civil 

extracontractual cuando coincide más de un causante de un daño 

y se resolvió expresamente que no procede una acción de 

nivelación contra un cocausante cuando la reclamación del 

demandante en su contra se extinguió por razón de prescripción. 

Inconformes con la determinación del TPI, los apelantes 

solicitaron reconsideración, sin éxito.  Todavía insatisfechos, los 

apelantes acuden ante nosotros mediante el recurso de apelación 

de epígrafe, en el cual le imputan al TPI la comisión del siguiente 

error: 

Primer Error: 
 

Erró el TPI al desestimar por prescripción la 
Demanda Contra Terceros bajo el 

fundamento de prescripción aplicando 
retroactivamente un caso del Tribunal 
Supremo que fue publicado luego de la 

presentación de la Demanda Contra Tercero 
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y luego de que se transigiera el caso con los 
demandantes. (Énfasis en el original.) 

 
II. 

A. La Prescripción de las Acciones por Responsabilidad Civil 
Extracontractual 

 
La responsabilidad civil extracontractual está regulada en 

el  Artículo 1802 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5141.  Este 

establece que,  “[e]l que por acción u omisión causa daño a otro, 

interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño 

causado.”  De esta disposición según interpretada por el Tribunal 

Supremo, se desprenden sus requisitos o elementos 

indispensables: (1) que haya un daño, (2) que medie culpa o 

negligencia por actuación u omisión y (3) que haya una relación 

causal entre el daño y la negligencia. Valle Izquierdo v. E.L.A., 157 

D.P.R. 1 (2002); Quiñones López v. Manzano, 141 D.P.R. 139 

(1996). 

Este tipo de reclamación extracontractual está sujeta al 

término prescriptivo dispuesto en el Artículo 1868 del Código Civil, 

supra, el cual establece que “[p]rescriben por el transcurso de un 

(1) año: [l]a acción para exigir la responsabilidad civil por injuria o 

calumnia, y por las obligaciones derivadas de la culpa o 

negligencia de que se trata en la §5141 de este Código desde que lo 

supo el agraviado.”  Como puede observarse, esta causa de acción 

posee una vida limitada y se extingue una vez ha transcurrido el 

plazo estatuido sin que se interrumpa eficazmente. Por ello, es 

necesario como cuestión de umbral determinar el momento inicial 

del cómputo, para así tener la certeza de cuál es su momento final. 

Cintron v. E.L.A., 127 D.P.R. 582 (1990). 

El propósito de la prescripción es fomentar el pronto reclamo 

de los derechos y la tranquilidad del obligado frente a la eterna 

pendencia de una acción civil en su contra.  También se procura 

castigar la inercia en el ejercicio de los derechos. García Pérez v. 
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Corp. Serv. De la Mujer, 174 D.P.R. 138, 147 (2008).  El 

transcurso del término establecido por ley para reclamar un 

derecho sin que el titular del mismo lo reclame, da lugar a la 

presunción legal de abandono, lo que conjuntamente con la 

exigencia de nuestro ordenamiento jurídico para eliminar la 

incertidumbre de las relaciones jurídicas, constituyen los 

fundamentos básicos de la prescripción extintiva. Santiago v. Ríos 

Alonso, 156 D.P.R. 181 (2002); García Aponte v. E.L.A., 135 D.P.R. 

137 (1994); Cintrón v. E.L.A., supra.  En nuestra jurisdicción la 

prescripción constituye un asunto de carácter sustantivo que 

acarrea la desestimación de cualquier demanda presentada fuera 

del término establecido por ley. García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 

supra. 

En lo que respecta al momento a partir del cual comienza a 

decursar el término prescriptivo en este tipo de causa de acción, el 

Tribunal Supremo ha expresado que el punto de partida es la fecha 

en la que el agraviado supo del daño y pudo ejercer la acción, luego 

de conocer la identidad de su causante. Tenorio v. Hospital Dr. 

Pila, 159 D.P.R. 777 (2003); Vega Lozada v. J. Pérez & Cía., Inc., 

135 D.P.R. 746 (1994).  A ello se le ha denominado como la teoría 

cognoscitiva del daño. Colón Pérez v. Televicentro de Puerto Rico, 

175 D.P.R. 690 (2009). 

El Artículo 1873 del Código Civil dispone que la prescripción 

“se interrumpe por su ejercicio ante los tribunales, por reclamación 

extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento 

de la deuda por el deudor”, obviamente, si ocurre antes de que el 

plazo se hubiere extinguido. 31 L.P.R.A. sec. 5303; Rivera 

Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 D.P.R. 149, 166 (2007).  

Estos “actos interruptivos representan la manifestación inequívoca 

de quien, amenazado con la pérdida de su derecho, expresa su 
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voluntad de no perderlo.” García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, supra, 

pág. 148. 

Los requisitos para los actos interruptivos son: (1) debe ser 

oportuna, es decir, dentro del término establecido; (2) el 

reclamante debe tener legitimación, por lo cual el ejercicio 

corresponde al titular del derecho o acción; (3) idoneidad del medio 

utilizado; y (4) debe haber identidad entre el derecho que se 

reclama y el que se vea afectado por la prescripción. Maldonado v. 

Russe, 153 D.P.R. 342, 353 (2001). 

En materia de prescripción de una causa de acción por 

responsabilidad civil extracontractual cuando coincide más de un 

causante del daño, antes regía lo establecido en el Artículo 1874 

del Código Civil a los efectos de que la interrupción del término 

prescriptivo de un año beneficiaba y perjudicaba por igual a todos 

los cocausantes.  Así, con una enmienda a la demanda o una 

demanda contra tercero se podía incorporar en el pleito a los 

alegados cocausantes solidarios del daño no incluidos 

originalmente, y el reclamante solo debía alegar bien y 

suficientemente que el nuevo demandado respondía solidariamente 

por los daños. Arroyo v. Hosp. La Concepción, 130 D.P.R. 596 

(1992). 

Sin embargo, tan recientemente como el 13 de agosto de 

2012, en Fraguada Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, supra, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico adoptó la obligación in solidum 

en materia de prescripción de la causa de acción por 

responsabilidad civil extracontractual cuando coincide más de un 

causante.  El Tribunal Supremo resolvió lo siguiente: 

…el perjudicado podrá recobrar de cada 
cocausante demandado la totalidad de la deuda que 

proceda, porque los efectos primarios de la solidaridad 
se mantienen.  Pero deberá interrumpir la 
prescripción en relación a cada cocausante por 

separado, dentro del término de un año establecido 
por el Art. 1868 del Código Civil, supra, si interesa 
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conservar su causa de acción contra cada uno de 
ellos.  Esto no constituye una carga mayor para el 

perjudicado, pues solamente debe ejercer la misma 
diligencia requerida cuando le reclama a un autor del 

daño.  De esta forma, la presentación oportuna de 
una demanda contra un presunto cocausante no 
interrumpe el término prescriptivo contra el resto 

de los alegados cocausantes, porque tal efecto 
secundario de la solidaridad no obra en la 
obligación in solidum.  Por lo tanto, el Art. 1874 del 

Código Civil, supra, no aplica a los casos de daños y 
perjuicios bajo el Art. 1802 del Código Civil, supra. 

(Énfasis y subrayado nuestro.) Fraguada Bonilla v. 
Hosp. Auxilio Mutuo, supra, pág. 389. 

 
Refiriéndose a la jurisprudencia española en cuanto a la 

solidaridad impropia o imperfecta, el Tribunal Supremo expresó 

que la presentación de una reclamación contra uno solo de los 

cocausantes no interrumpía contra todos los demás cocausantes, 

pues la solidaridad es inexistente hasta el momento que surge en 

virtud de una sentencia.  Ello así, toda vez que la solidaridad 

imperfecta “no nace de un vínculo preexistente [como ocurre en el 

caso de la solidaridad pactada], sino del acto ilícito productor del 

daño, el cual obtiene su reconocimiento por medio de la sentencia 

que así lo declare.” (Citas omitidas.) Fraguada Bonilla v. Hosp. 

Auxilio Mutuo, supra, pág. 384.  “[S]i la solidaridad no nace sino 

de la sentencia, que es la llamada solidaridad impropia, la 

interrupción de la prescripción respecto a uno de los deudores no 

alcanza al otro, ya que no era deudor solidario y solo lo fue desde 

la sentencia que así lo declaró, no antes.” Id., citando la Sentencia 

del 4 de junio de 2007, Núm. 3645/2007; y la Sentencia del 14 de 

marzo de 2003, Núm. 3612/2003. 

De otra parte, el Tribunal Supremo también expuso lo 

siguiente: 

Claro está, la norma hoy adoptada también es 
cónsona con la teoría cognoscitiva del daño, por lo 

que el término prescriptivo comienza a transcurrir 

cuando la parte perjudicada conoció o debió 
conocer, si hubiera empleado algún grado de 

diligencia, la existencia del daño y quién lo causó, 
así como los elementos necesarios para poder 
ejercitar efectivamente su causa de acción. CSMPR 
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v. Carlo Marrero et al., 182 D.P.R. 411, 425-426 
(2011); COSSEC et al. v. González López et al., supra; 

Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 308, 328 (2004); 
Santiago v. Ríos Alonso, 156 D.P.R. 181, 189 (2002). 

Por ello, si mediante el descubrimiento de prueba u 
otro medio el agraviado adviene en conocimiento de la 
existencia de otro coautor y del resto de los elementos 

necesarios para reclamarle, el término prescriptivo 
contra ese alegado cocausante comenzará a 

transcurrir en ese momento. Ello, pues un estatuto de 
prescripción cuyo efecto sea exigirle a la parte 
demandante que presente una causa acción antes de 

tener conocimiento de la existencia de ésta, viola el 
debido proceso de ley. COSSEC et al. v. González 

López et al., supra, págs. 821-822; Vera v. Dr. Bravo, 
supra, pág. 327; Vega v. J. Pérez & Cía, Inc., 135 

D.P.R. 746, 754 (1994).  
De este modo armonizamos la normativa cuando 

son varios los causantes de un daño extracontractual 

con la teoría cognoscitiva del daño y con la figura 
sustantiva de la prescripción, a la vez que respetamos 

el mínimo de certidumbre concedido por el legislador 
para este tipo de relación. Al mismo tiempo, mediante 
la adopción de la solidaridad impropia resolvemos 

el problema de incertidumbre que presenta la 
pendencia indefinida de la causa de acción por 
responsabilidad civil extracontractual. La norma 

aquí pautada permite mantener a raya la peligrosa 
frontera donde la búsqueda de reparación de un 

daño no encuentra exigencia alguna de diligencia, 
muy a pesar del mandato expreso de las 
disposiciones de nuestro Código Civil. La diligencia 

en el reclamo de un derecho es imprescindible en 
el conjunto. (Énfasis y subrayado nuestro.) Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, supra, págs. 390-391. 
 

Así pues, de lo anterior se desprende que en acciones de 

daños y perjuicios en donde coinciden más de un causante es 

necesario que el perjudicado interrumpa la prescripción de cada 

cocausante por separado, dentro del término prescriptivo 

establecido por ley para así conservar la causa de acción contra 

cada uno.  Esta nueva doctrina legal es pertinente al caso de 

autos, toda vez que su aplicación es prospectiva y al momento 

de la presentación de la Demanda la misma ya había sido 

aprobada. Véase, Fraguada Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, supra, 

pág. 393. 

B. La Demanda contra Tercero y la Acción de Nivelación 

La Regla 12.1 de Procedimiento Civil dispone, en lo 

pertinente, lo siguiente: 
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La parte demandada podrá notificar, como 
demandante contra tercero, un emplazamiento y 

demanda a una persona que no sea parte en el pleito y 
que sea o pueda ser responsable a la parte demandada 

por la totalidad o parte de la reclamación de la parte 
demandante, o que sea o pueda ser responsable a 
cualquier parte en el pleito. 

[...] 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 12.1. 
La Regla citada persigue el objetivo de fomentar la pronta y 

económica resolución de pleitos múltiples que puedan originar de 

unos mismos hechos. S.L.G. Szendrey v. Hospicare, Inc., 158 

D.P.R. 648, 653 (2003); Camaleglio v. Dorado Wings, Inc., 118 

D.P.R. 20, 28 (1986); Colón v. Coop. de Seguros Múltiples de P.R., 

111 D.P.R. 568, 571 (1981).  Además, posibilita dilucidar 

controversias con un origen afín pero no crea, extiende o limita 

derechos sustantivos. Colón v. Coop. de Seguros Múltiples de P.R., 

Id. 

La demanda contra un tercero no podrá ser utilizada para 

combinar en una sola acción cualesquiera controversias que 

posean alguna relación común. General Accident Insurance Co. v. 

Ramos Díaz, 148 D.P.R. 523 (1999).  Solamente será apropiada 

cuando la reclamación que se pretende añadir “[…] sea 

contingente al resultado de la acción principal o cuando el 

tercero le sea secundaria o directamente responsable al 

demandante”. (Énfasis suplido.) S.L.G. Szendrey v. Hospicare Inc., 

supra; General Accident Insurance Co. v. Ramos Díaz, supra, pág. 

534. 

 Una de las reclamaciones que se puede instar en una 

demanda contra tercero es la acción de nivelación entre 

cocausantes de un daño.  El Artículo 1098 del Código Civil 

establece que entre los cocausantes de un daño existe un derecho 

de contribución o nivelación que permite al deudor solidario que 

haya pagado más de lo que le corresponde, reclamar a los demás 

codeudores las porciones correspondientes. S.L.G. Szendrey v. 

Hospicare Inc., supra.  Los cocausantes responden solidariamente 
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al perjudicado, pero el efecto oneroso se distribuye en proporción a 

sus respectivos grados de negligencias en la relación interna entre 

ellos. Arroyo v. Hosp. La Concepción, supra; S.L.G. Szendrey v. 

Hospicare Inc., supra.  El propósito fundamental del derecho de 

nivelación es evitar el enriquecimiento injusto. Id. 

 Aunque el derecho de nivelación de un codeudor no surge 

hasta que éste haya efectuado un pago mayor a la proporción que 

le corresponde, el codeudor sujeto al pago puede presentar una 

reclamación contingente contra el otro codeudor. Security Ins. Co. 

v. Tribunal Superior, 101 D.P.R. 191, 198 (1973).  Así, el 

cocausante de un daño puede presentar, conforme a la Regla 12.1 

de Procedimiento Civil, supra, una demanda contra tercero en el 

pleito donde se le requiere responder por tal daño en una cantidad 

mayor a la porción que representa su grado de contribución a la 

ocurrencia del daño. S.L.G. Szendrey v. Hospicare Inc., supra, pág. 

655. 

Sin embargo, un cocausante de un daño no podrá presentar 

una demanda contra tercero si dicho tercero no le responde 

directamente al demandante original por causa de haber sido 

“liberado”.  Se ha reconocido jurisprudencialmente que un deudor 

o causante de un daño puede ser “liberado” en virtud de un 

acuerdo transaccional que pone fin a la reclamación presentada en 

su contra. Véase, S.L.G. Szendrey v. Hospicare, Inc., supra.  

También puede quedar “liberado” por razón de que la causa de 

acción en su contra esté prescrita, lo cual extingue, por completo, 

su responsabilidad. Meléndez Guzmán v. Berríos López, 172 D.P.R. 

1010, 1018 (2008).  Ello así, pues el transcurso del término 

establecido por ley para reclamar un derecho sin que el titular del 

mismo lo reclame, da lugar a la presunción legal de abandono, lo 

que conjuntamente con la exigencia de nuestro ordenamiento 

jurídico para eliminar la incertidumbre de las relaciones jurídicas, 
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constituyen los fundamentos básicos de la prescripción extintiva. 

Santiago v. Ríos Alonso, supra. 

Por tanto, el porciento de negligencia atribuible al 

cocausante “liberado” se restará de la indemnización que en su día 

corresponda al demandante perjudicado y el cocausante no 

liberado no será responsable de pagar dicho por ciento. S.L.G. 

Szendrey v. Hospicare, Inc., supra.  Ello, según hemos expuesto, 

para evitar el enriquecimiento injusto. 

III. 

Los apelantes alegan en su recurso que el TPI se equivocó al 

desestimar por prescripción la Demanda contra Terceros que 

presentaron contra la UPR.  Concretamente, entienden que la 

teoría cognoscitiva del daño les aplica a ellos como demandantes 

contra terceros, pues el término prescriptivo de un año comenzó a 

transcurrir para ellos a partir del momento en que advinieron en 

conocimiento mediante las deposiciones que la primera cirugía del 

demandante había sido un fracaso.  Además, los apelantes 

sostienen que el TPI erró al aplicarles retroactivamente lo resuelto 

por el Tribunal Supremo en Maldonado Rivera v. Suárez, supra, a 

los efectos de que no procede una acción de nivelación contra un 

cocausante cuando la reclamación del demandante en su contra se 

extinguió por razón de prescripción.  No tienen razón. 

En primer lugar, conforme a la teoría cognoscitiva del daño, 

el punto de partida para computar el término prescriptivo en este 

tipo de causa de acción es la fecha en la que el agraviado supo del 

daño y pudo ejercer la acción, luego de conocer la identidad de su 

causante. Tenorio v. Hospital Dr. Pila, supra.  En este caso los 

agraviados son los demandantes, no la AAA ni Triple S Propiedad.  

Además, el TPI no resolvió que la Demanda contra Terceros está 

prescrita porque los apelantes no la presentaron oportunamente, 

sino que por el hecho de la Demanda original está prescrita en 
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cuanto a la UPR, no puede proceder una Demanda contra Terceros 

que lo que persigue es nivelar contra un cocausante que ha 

quedado liberado por razón de prescripción.  Por tanto, no se 

cometió el error señalado. 

De otra parte, en cuanto a la supuesta aplicación retroactiva 

de Maldonado Rivera v. Suárez, supra, tampoco les asiste la razón.  

Veamos. 

Antes de que se resolviera Maldonado Rivera v. Suárez, 

supra, la normativa vigente permitía llegar al mismo resultado al 

que llegó el TPI.  Concretamente, era norma reiterada que la 

demanda contra tercero era “contingente al resultado de la acción 

principal o cuando el tercero le sea secundaria o directamente 

responsable al demandante”. S.L.G. Szendrey v. Hospicare Inc., 

supra; General Accident Insurance Co. v. Ramos Díaz, supra.  Por 

eso, un cocausante de un daño no podía presentar una demanda 

contra tercero si dicho tercero había sido “liberado” en virtud de un 

acuerdo transaccional que puso fin a la reclamación presentada en 

su contra, S.L.G. Szendrey v. Hospicare, Inc., supra, o por razón de 

que la causa de acción en su contra estuviera prescrita, lo cual 

extinguió, por completo, su responsabilidad, Meléndez Guzmán v. 

Berríos López, supra.  Además, ya en S.L.G. Szendrey v. Hospicare, 

Inc., supra, el Tribunal Supremo había resuelto, en el contexto de 

un cocausante “liberado” en virtud de un acuerdo transaccional, 

que el porciento de negligencia atribuible al cocausante “liberado” 

se restaría de la indemnización que en su día correspondiera al 

demandante perjudicado y el cocausante no liberado no sería 

responsable de pagar dicho por ciento. 

De lo anterior se desprende razonablemente que si la causa 

de acción contra un cocausante se extinguió por razón de 

prescripción, liberándolo de toda responsabilidad frente al 

perjudicado, éste tampoco puede responderle por los mismos 
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hechos a los demás cocausantes en una acción de nivelación.  Ello 

conllevaría el enriquecimiento injusto del perjudicado, el cual ya 

había perdido la oportunidad de ir contra el cocausante que no 

incluyó oportunamente en su demanda.  No obstante, aunque este 

razonamiento podía sostenerse con la jurisprudencia vigente en 

ese momento, el Tribunal Supremo no había resuelto un caso en el 

que lo resolviera expresamente. 

Luego de que los apelantes presentaran la Demanda contra 

Terceros para incluir como demandada a la UPR y que éstos 

transigieran el caso con los demandantes, el 28 de marzo de 2016, 

el Tribunal Supremo resolvió el caso de Maldonado Rivera v. 

Suárez, supra.  En esta ocasión, el Tribunal Supremo resolvió 

expresamente que “un co causante demandado no puede traer al 

pleito mediante demanda de tercero a un presunto cocausante con 

respecto a quien la causa de acción del perjudicado prescribió.” Id., 

pág. 34.  Ello es así, puesto que “no puede permitirse 

indirectamente, por vía de tercero, lo que está impedido en una 

acción directa.” Id., pág. 30, citando a González v. Multiventas, 165 

D.P.R. 873, 883 (2005).  Así, aquél respecto al cual se extingue el 

derecho a reclamar, queda exento frente al reclamante y, también, 

respecto a los cocausantes demandados en la eventual acción de 

nivelación. Maldonado Rivera v. Suárez, supra.  Si se determinare 

que el presunto cocausante excluido del pleito por razón de 

prescripción de la acción contribuyó a la producción del daño 

aducido en la demanda, el porciento de responsabilidad pertinente 

se descontará de la indemnización del perjudicado. Id. 

En Maldonado Rivera v. Suárez, supra, el Tribunal Supremo 

lo que hizo fue aclarar el alcance de lo resuelto en Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, supra.  Ello no significa que haya 

adoptado una nueva norma.  Simplemente, el Tribunal Supremo 

aclaró que aquél respecto al cual se extingue el derecho a 
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reclamar, queda exento frente al reclamante y, también, respecto a 

los cocausantes demandados en la eventual acción de nivelación.  

Por lo tanto, no se cometió el error señalado. 

Como correctamente determinó el TPI, si la acción de 

nivelación es contingente al resultado de la demanda y no existe 

controversia sobre el hecho de que la causa de acción de los 

demandantes contra la UPR prescribió o se extinguió por el mero 

paso del tiempo, no cabe hablar de una acción de nivelación contra 

la UPR.  La obligación, si alguna, que pudo haber tenido la UPR 

para con los demandantes se extinguió, quedando los 

demandantes imposibilitados de recibir compensación alguna por 

la negligencia en que la UPR pudo haber incurrido.  Así, los 

demandantes no podían recibir a través de los apelantes un pago 

que correspondiera a la responsabilidad inexistente de la UPR.  Los 

apelantes se precipitaron al transigir el caso con los demandantes 

pagando, según sus dichos, en exceso del por ciento de 

responsabilidad que al final del pleito les correspondería.  El 

ordenamiento vigente al momento de transigir la demanda les 

permitía que se descontara del pago al que vendrían obligados a 

hacer, aquél por ciento que el TPI determinara correspondía a las 

actuaciones negligentes de la UPR.  Si pagaron en exceso, lo 

hicieron a su propio riesgo.  Ello no es culpa de la UPR. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


